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A) SOLIDARIDAD ART. 30 LCT: Servicios de limpieza.

No corresponde aplicar la solidaridad consagrada en el art. 30 de la LCT para la actividad
secundaria, aunque haga a la actividad permanente y habitual del establecimiento en la
inteligencia de que la contratación y subcontratación lo sea con empresas reales y no se
trate de un vulgar fraude a la ley. La actividad normal y específica es la habitual y
permanente del establecimiento, o sea la relacionada con la unidad técnica de ejecución
destinada a lograr los fines de la empresa. En consecuencia, al descartarse la actividad
accidental, accesoria o concurrente, las tareas de limpieza no resultan susceptibles de
comprometer la responsabilidad solidaria.
CNAT Sala I Expte nº 27759/95 sent. 75394 8/2/00 "Alegre, Marta c/ Empresa La Royal
Sa de Servicios y otro s/ despido" (P.- VV.-)

La actividad normal y específica es la habitual y permanente del establecimiento, o sea la
relacionada con la unidad técnica de ejecución destinada al logro de los fines de la
empresa; es la referida al proceso normal de fabricación, debiendo descartarse la
actividad accidental, accesoria o concurrente. Vale decir, que la actividad secundaria,
aunque haya a la actividad permanente y habitual del establecimiento, no genera la
responsabilidad solidaria prevista en el art. 30 LCT. En tal sentido, la limpieza diaria de
las instalaciones (en este caso de Telecom Argentina SA y de Banco Itaú), dos
empresas dedicadas a las telecomunicaciones y a la actividad financiera, no hacen a la
actividad normal y específica del establecimiento ya que es evidente que todas las oficina
y plantas fabriles las realizan. Por ello, en la redacción actual de la ley, no existe
solidaridad en la contratación o subcontratación e dichos trabajos, en os términos del art.
30 LCT, siempre y cuando se trate de empresas reales y no de simulación o fraude a la
ley laboral.
CNAT Sala I Expte nº 19635/02 sent. 81827 28/6/04 "Sindicato de Obreros de
Maestranza c/ Servicios Empresarios Wallabies SRL y otros s/ cobro de aportes"(V.- Pir.-)

No corresponde la solidaridad consagrada en el art. 30 LCT para la actividad secundaria
o accesoria, aunque haga a la actividad permanente y habitual del establecimiento y
siempre que la contratación o subcontratación se efectúe con empresas reales y no se
trate de un vulgar fraude a la ley. La protección de los derechos laborales no justifica que
se pongan en tela de juicio otros derechos también garantizados constitucionalmente.
Sobre tal base, no procede una interpretación lata del art. 30 LCT que extienda
desmesuradamente su ámbito de aplicación por la cesión de tareas que no hacen a la
actividad normal y específica del establecimiento en que se desempeñó el accionante. En
este caso, la limpieza no es un servicio que complete o complemente la actividad normal
de un supermercado y la empresa dedicada a tal quehacer, también lo realizaba el
fábricas, oficinas y establecimientos comerciales, no prestando tales servicios en
condiciones de "unidad técnica de ejecución" con aquél.
CNAT Sala I Expte nº 1797/01 sent. 80026 28/10/02 "Bravo, Fabio c/ Plus One SA y otro
s/ despido" (V.- P.-)

La tarea de limpieza en un supermercado es normal - como lo es en cualquier otro
establecimiento- pero no es específica y propia del mismo. La reforma de la LCT de 1976
ha restringido el alcance de la solidaridad y en este caso concreto, la limpieza es normal
y necesaria pero no integra el "núcleo" del objeto social de la empresa y es
perfectamente escindible por lo que la solidaridad fundada en el art. 30 de la mencionada
normativa no resulta aplicable.
CNAT Sala I Expte nº 1797/01 sent. 80026 28/10/02 "Bravo, Rodolfo c/ Plus One SA y
otro s/ despido" (V.- P.-)

La limpieza diaria de las instalaciones de una compañía tabacalera (en el caso Massalin
Particulares SA) no hace a la actividad normal y específica del establecimiento ya que es
evidente que todas las oficinas y plantas fabriles la realizan. Por ello, al menos en la
redacción actual de la ley,  no existe solidaridad en la contratación o subcontratación de
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dichos trabajos, siempre y cuando se trate de empresas reales y no de simulación o
fraude a la ley laboral.
CNAT Sala I Expte nº 28425/02 Sent. 81510  19/3/04 "Maldonado, Cristian c/ Eulen
Argentina SA y otro s/ despido" (V.- Pir.- )

La CSJN ha establecido que el art. 30 de la LCT comprende las hipótesis en que un
empresario encomienda a un tercero la realización de aspectos o facetas de la misma
actividad que desarrolla en su establecimiento. Son supuestos en los que se contratan
prestaciones que complementan la actividad del propio establecimiento, es to es, la
unidad técnica o de ejecución destinada el logro de los fines de la empresa, a través de
una o más explotaciones (art. 6 de la LCT)) (Ver "Rodriguez, Juan c/ Cía. Embotelladora
Argentina SA" 15/4/93). En tales condiciones, las tareas de limpieza que cumplió el actor
no integran la actividad normal y específica del Instituto Nacional de Tecnología Industrial
(INTI) y por ende, no pueden generar responsabilidad solidaria de esta empresa.
CNAT Sala I Expte nº 50875/95 sent. 74206 17/5/99 "Pavon, Victor c/ Cruz Verde SA y
otro s/ despido" (P.- V.-)

Una obra social contrató con otra empresa las prestaciones del servicio de salud para
atender a sus afiliados, y para esta última se desempeñó la actora prestando tareas como
mucama de limpieza en los consultorios externos. En la especia no existe la
responsabilidad que contiene el art. 30 LCT entre ambas codemandadas pues las tareas
de limpieza que realizaba la actora no resultan susceptibles de comprometer la
responsabilidad solidaria de la Obra Social ya que tales prestaciones no hacen a la
actividad normal y específica de la misma, debiéndose destacar en tal sentido que  la
obra social, si bien debía procurar asistencia médica a sus afiliados, ello no implicaba que
"cediera " a terceros trabajos o servicios que hacen a su giro, pues al efectuar el contrato
pertinente con los verdaderos prestadores del servicio de salud no hizo más que cumplir
con los fines estatutarios propios y no con su "actividad propia" que no incluye ni excluye
tal posibilidad.
CNAT Sala I Expte nº 8327/01 sent. 81815 25/6/04 "Malaga, Luisa c/ Sistemas
Integrados de Salud SA y otro s/ despido" (P.-Pir.-)

Las directivas del art. 30 LCT no implican que todo empresario deba responder por las
relaciones laborales que tengan todos aquellos otros empresarios con quienes establece
contactos, sino que el sentido de la norma se circunscribe a aquellas relaciones de los
contratantes, relacionados con la unidad técnica o de ejecución destinada al logro de los
fines de la empresa (art. 6 LCT). Las tareas de limpieza, aun cuando sean normales y
habituales, resultan accesorias y conceptualmente escindibles de la actividad que
desplegaba la demandada en su cadena de supermercados.
CNAT Sala II Expte nº 24415/02 sent. 92690 15/7/04 "Carrera, Mirta c/ Crisomar SRL y
otro s/ despido" (G.- B.-)

La CSJN ha sostenido, con referencia a la solidaridad establecida en el art. 30 LCT que
"…  la norma comprende la hipótesis en que un empresario encomienda a un tercero la
realización de aspectos o facetas de la misma actividad que desarrolla en su
establecimiento. Son supuestos que completan o complementan la actividad del propio
establecimiento, esto es, la unidad técnica de ejecución destinada al logro de los fines de
la empresa a través de una o más explotaciones (art. 6 de la LCT… " (Conf "Rodriguez,
Ramon c/ Cía. Embotelladora Argentina SA y otro" 15/4/93). Desde tal directriz, cabe
señalar que las tareas de limpieza efectuadas en un Centro Médico constituyen una
actividad que debe considerarse integrante de la "unidad técnica de la empresa", ya que
no es concebible el funcionamiento del centro asistencial sin una adecuada higiene de
sus instalaciones. Por lo que, si bien el objeto para el cual se constituyó la institución
médica co demandada no es la limpieza, lo cierto es que tal actividad no puede
escindirse de su giro normal, ni desconocerse que la misma integra una faceta primordial
de su actividad específica, ya que la atención de los pacientes en un establecimiento de
asistencia médica requiere necesariamente de un ámbito que se mantenga aséptico y
bien higienizado y aún cuando pueda ser encomendada a terceros, no deja de ser una
actividad habitual y específica del centro médico co demandado.
CNAT Sala II Expte nº 28147/99 sent. 90138 21/2/02 "Pedraza, Angela c/ New Clean
SRL y otro s/ despido" (G.- B.-)

Si bien mediante Convención Colectiva de Trabajo el Sindicato de Obreros de
Maestranza (SOM) y la Asociación de Empresas de Limpieza (ADEL) han acordado que
"toda persona física o jurídica, incluyendo organismos y empresas del Estado, que
contrate o subcontrate los servicios de una empresa de limpieza, será solidariamente
responsable con ella de todo incumplimiento por parte de esta última respecto de las
disposiciones legales y todas las previstas en la presente Convención Colectiva de
Trabajo" (art. 54 CC/ 281/96), tal cláusula carece de virtualidad ya que resulta inoponible
a los terceros a quienes se pretende involucrar en tanto no se ha demostrado que los
mismos ya sea por sí o a través de sus representantes, hayan prestado conformidad a tal
particular disposición, que por otra parte no les resulta aplicable.
CNAT Sala II Expte nº 19153/98 sent. 88864 30/11/00 "Gallo, Pedro c/ Edelim SCA y otro
s/ dspido" (R.- G.-)
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Por actividad normal y específica propia del establecimiento no debe entenderse sólo la
actividad principal - en el sentido en que lo principal suele oponerse a lo accesorio-; la
expresión comprende también las actividades que pudieran  ser calificadas de
secundarias o accesorias, con tal que estén integradas permanentemente al
establecimiento. En tal sentido, las labores de limpieza que realizaba el actor en los
colectivos de la empresa codemandada contribuyen al funcionamiento normal de ella
integrando en servicio que la misma presta a sus usuarios y que aún cuando se
encomendara a terceros, resulta habitual y específica, por lo que corresponde la
aplicación del art. 30 LCT. (Del voto de la Dra. García Margalejo, en mayoría).
CNAT Sala V Expte nº 6111/01 sent. 66941 12/5/03 "Juarez, José c/ La Nueva Metropol
SA y otros  s/ despido" (GM.- R.- M.-)

Para que nazca la solidaridad de la empresa de transporte colectivo de pasajeros co
demandada resulta menester que ésta haya contratado o subcontratado servicios que
complementen o completen su actividad normal, y al respecto, el servicio de limpieza de
los colectivos no puede estar comprendido en dicho supuesto, porque no constituye uno
de los fines sociales ni resulta imprescindible para el objeto de su actividad (transporte
público de pasajeros). (Del voto de la DRa. Rodriguez, en minoría).
CNAT Sala V Expte nº 6111/01 sent. 66941 12/5/03 "Juarez, José c/ La Nueva Metropol
SA y otros  s/ despido" (GM.- R.- M.-)

La limpieza cotidiana de los vehículos de una empresa que explota un permiso para
operar en el transporte público de pasajeros en zona urbana, admite ser conceptualizada
en principio como un segmento integrante de la unidad técnica de ejecución que
conforma su establecimiento, pues cada vehículo afectado a dicho transporte público
puede tomarse como tal. (Del voto del DR. Morell, integrante de la mayoría).
CNAT Sala V Expte nº 6111/01 sent. 66941 12/5/03 "Juarez, José c/ La Nueva Metropol
SA y otros  s/ despido" (GM.- R.- M.-)

Las tareas de limpieza efectuadas por el actor dentro de un establecimiento dedicado a la
elaboración de catering para líneas aéreas deben ser admitidas como integrantes de la
unidad técnica de la empresa co demandada y dan lugar a que se aplique la solidaridad
establecida por el art. 30 LCT. Esto es así, toda vez que dicha tareas deben considerarse
esenciales cuando se trata de empresas dedicadas a la manipulación de alimentos que
poseen un código específico y riguroso por su impacto en la salud de aquéllos a quienes
se les presta dicho servicio.
CNAT Sala V Expte nº 15239/02 sent. 67186 25/8/04 "Molinas , Abelino c/ Belclean SA y
otro s/ despido"(GM.- R.-)

El art. 30 LCT supedita la solidaridad legal en las obligaciones a que los trabajos y
servicios sean los propios de la actividad normal y específica del establecimiento
debiéndose entender en forma extensiva y consecuentemente comprensiva de todas
aquellas actividades que hacen posible el cumplimiento de la finalidad de la accionada.
En el presente caso, los trabajos de limpieza en un supermercado forman parte de la
totalidad de la organización y contribuyen al logro del resultado final, por lo que la
propietaria del supermercado (en este caso Disco SA) y la empresa de limpieza para
quien laboraba el actor, son responsables solidarias en los términos de la norma citada.
CNAT Sala VI Expte nº 521/01 sent. 56405 5/9/03 "Canelas Paredes, David c/ Toplimp
SRL y otro s/ despido" (FM.- De la F.-)

En una economía cerrada, la "actividad normal y específica propia" fue interpretado como
"tareas propias". En una economía abierta, debe interpretarse como actividad o segmento
económico en que operan los diversos establecimientos y explotaciones de una empresa:
de ahí que el vocablo "propia" vincule establecimiento/explotación con segmento o
actividad económica. Ubicado el segmento en que se desenvuelve el establecimiento, se
podrá definir las tareas ("trabajos o servicios correspondientes" en los términos del art. 30
LCT). Planteado así el tema, en el establecimiento existen diversas tareas, esenciales
unas, conducentes otras. Estas últimas de ninguna manera prescindibles ya que, si no se
realizan, al corto tiempo sería imposible concretar las primeras, lo que muestra que su
existencia condiciona la de la empresa. Mientras las tareas esenciales la definen, la
conducentes la condicionan, por lo que ambas son importantes, deben ser atendidas por
igual y responsabilizan de idéntico modo a la empresa.
CNAT Sala VI Expte nº 25087/02 sent. 57459 21/9/04 "Cachi, Ester c/ La Albertina SA y
otro s/ despido" (CF.- FM.-)

No corresponde aplicar la solidaridad consagrada en el art. 30 LCT para la actividad
accesoria y secundaria, aunque haga a la actividad permanente y habitual del
establecimiento en la inteligencia de que la contratación y subcontratación lo sea con
empresas reales y no se trate de un vulgar fraude a la ley. La Actividad normal y
específica es la habitual y permanente del establecimiento, o sea la relacionada con la
unidad técnica de ejecución destinada a lograr los fines de la empresa. (Del voto del DR
De la Fuente, en minoría).
CNAT Sala VI Expte nº 4000/01 sent. 55922 7/4/03 "Oliver , Susana c/ Aguas Argentinas
SA y otro s/ despido" (De la F.- CF.- FM.-)
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Si bien en el caso no es la actividad principal de la demandada (Aguas Argentinas SA), el
servicio de limpieza, no puede admitirse que la actividad de la misma se desarrolle en un
espacio sin higiene. Por ello, debe afirmarse que las tareas desempeñadas por la actora
resultan indispensables para el cumplimiento de la actividad de la principal. (Del voto del
DR. Capon Filas, en mayoría).
CNAT Sala VI Expte nº 4000/01 sent. 55922 7/4/03 "Oliver , Susana c/ Aguas Argentinas
SA y otro s/ despido" (De la F.- CF.- FM.-)

Si bien las tareas de limpieza son actividades secundarias o accesorias, se prestan
normalmente, están integradas al establecimiento y son coadyuvantes y necesarias para
que la empresa cumpla con sus fines. El hecho de que para cubrir tales servicios se haya
valido de la provisión del servicio de otra empresa, no la exime de asumir la
responsabilidad que le incumbe en el marco de la LCT. Para más, cabe expresar que las
tareas de limpieza resultan propias e imprescindibles para cualquier establecimiento de
constante atención al público.
CNAT Sala VII Expte nº 25641/00 sent. 36780 18/6/03 "Peralta, Marisa c/ Wallabies SRL
y otro s/ despido" (RD.- RB.-)

El art. 30 LCT gira en torno del concepto de "establecimiento", esto es, de la "unidad
técnica de ejecución" del proceso productivo de bienes o servicios (art. 6 LCT). Si no hay
establecimiento no existe sustrato material de la cesión, contratación o subcontratación, y
no se configura la situación regulada por el art. 30 citado. Es lo que ocurre con un
supermercado, en el caso Norte SA, pues no es una empresa de limpieza, por  ello no
explota un establecimiento de esa naturaleza, y no es responsable, en los términos de la
norma en cuestión, por las deudas del concesionario del supermercado explotado por
quien sí lo es. Para más, la CSJN ha desestimado las interpretaciones latas del artículo
citado, excluyendo su aplicación cuando no se verifica la situación ya descripta.
Expresamente dejó al margen la de los "contratos de concesión y distribución, en lo que
la actividad normal de fabricante o concedente excluyen las etapas realizadas por el
distribuidor o concesionario" (Conf. Rodriguez, Juan c/ Cía. Embotelladora Argentina SA"
15/4/93).
CNAT Sala VIII Expte nº 1132/99 sent. 29956 714/8/01 "Busto, Cristina c/ Plus Once SA y
otro s/ despido" (B.- M.-)

Las tareas de limpieza deben realizarse normalmente en un nosocomio para que éste
cumpla con su objetivo en un ambiente de asepsia. En consecuencia si el mismo no las
lleva a cabo con personal propio sino por medio de una empresa de limpieza, no puede
liberarse de la solidaridad impuesta por el art. 30 LCT.
CNAT Sala IX Expte nº 4666/94 sent. 1239/0 28/4/97 "Vignola, Silvina c/ Todoli Hnos
SRL y otro s/ despido" (P.- Z de R.-)

La actividad hospitalaria que desarrolla la Sociedad Italiana de Beneficencia en Buenos
Aires es la de brindar asistencia de salud, resultando el servicio de lavandería de la ropa
de cama, sábanas y atuendo del personal dependiente de la misma, que realizaba el
actor, imprescindible para el desenvolvimiento de la empresa, habida cuenta que por la
índole de la actividad, resulta indispensable la adecuada limpieza y sanidad de la ropa
señalada, de lo contrario no se podría brindar un correcto y eficaz servicio de salud.
CNAT Sala IX Expte nº 22102/02 sent. 11505 20/5/04 "Ferreyra, Leonardo c/ Sociedad
Italiana de Beneficencia de Bs As y otro s/ despido" (B.- P.-)

Para establecer la existencia o no de responsabilidad solidaria de la prestadora de un
servicio público cabe analizar si los trabajos y servicios prestados por la empresa de
limpieza corresponden a la actividad normal y específica de aquélla, entendida como
actividad real. El art. 42 de la CN dispone que las autoridades proveerán a la protección
del derecho a la calidad y eficiencia de los servicios públicos. Desde tal punto de vista,
resulta inescindible y debe admitirse como integrante de la "unidad técnica" de la
empresa prestadora de servicios públicos, la limpieza de las vías, trenes y espacios
sanitarios y de circulación de los usuarios pues hace al funcionamiento normal y regular
de la misma y provee al cumplimiento de su fin específico. Por otra parte, la aplicación del
art. 30 LCT no exige la demostración de fraude, pues si así fuera el caso, se regiría por el
art. 14 LCT (Conf esta Sala sent. 367 del 30/9/96).
CNAT Sala X Expte nº 13281/95 sent. 2272 "Olmedo, Miguel c/ FE ME S A y otro s/
despido" (S.- C.-)

Para extender la responsabilidad en los términos del art. 30 LCT, los servicios de que se
trate deben corresponder a "la actividad normal y específica propia del establecimiento".
Las tareas de limpieza no tienen tal calidad en el caso de un supermercado, pues si bien
son necesarias, también lo son en prácticamente todas las empresas que se desarrollan
tanto sea en el ámbito de los servicios como también en los industriales.
CNAT Sala X Expte nº 10085/00 sent. 10853 19/7/02 "Torancio, Juan c/ Supermercados
Norte SA y otro s/ despido" (S.- C.-)

Las tareas de limpieza complementan o completan la actividad de un establecimiento que
se dedica a la fabricación de productos alimenticios. Son parte necesaria para el
normal desarrollo de la actividad y hacen posible el cumplimiento de la finalidad de la



5

empresa, es decir,  la confiabilidad del producto proveniente de un lugar adecuadamente
limpio e higienizado.
CNAT Sala X Expte nº 21535/96 sent. 3022 26/12/97 "Alani, Pedro c/ Esmel SA y otro s/
despido" (C.- Sc.-)

Por actividad normal no solo debe entenderse aquella que atañe directamente al objeto o
fin perseguido por la demandada, sino también aquellas otras que resultan coadyuvantes
y necesarias, de manera que aún cuando fueran secundarias, son imprescindibles e
integran normalmente - con carácter principal o auxiliar- la actividad, debiendo excluirse
solamente las actividades extraordinarias o eventuales. En tal sentido, las tareas de
limpieza complementan o completan la actividad de un establecimiento que, como en el
caso, se dedica a la comercialización de material quirúrgico pues hacen a la
confiabilidad del producto proveniente de un lugar adecuadamente limpio e higienizado.
CNAT Sala X Expte nº 5173/95 sent. 3543 27/3/98 "Benitez de Altamirano, Haydee y
otros c/ La Pirncipal SA y otros s/ despido" (C.- S.-)

Sumarios de fallos de primera instancia.

Los trabajos de limpieza realizados por el trabajador en la sede de un banco  a través de
una empresa dedicada a tales actividades, no pueden identificarse con los
correspondientes a "la actividad normal y específica" del establecimiento y por lo tanto no
resultan alcanzados por los presupuestos del art. 30 LCT (conf Sala VIII sent. 21476
30/11/94 "Amarilla, Cabañas c/ Guerra, Hector").
JNT 4 Expte nº 21500/01 sent. 38505 21/2/03 "Osores, Celma c/ Line Service SA y otro s/
despido".

La co accionada, empresa dedicada a la actividad aseguradora deberá responder frente
a los demandantes en forma solidaria, sin que para ello sea menester analizar si el caso
de autos encuadra en las previsiones del art. 30 LCT. Ello por cuanto la CCT 281/96, que
había sido invocada en el escrito introductorio y cuya aplicación y vigencia no fuera
cuestionada, establece en su art. 64 que "toda persona física o jurídica, incluyendo
organismos y empresas del Estado, que contrate o subcontrate los servicios de una
empresa de limpieza, será solidariamente responsable con ella de todo incumplimiento
por parte de esta última respecto de las disposiciones legales y todas las previstas en la
presente convención colectiva de trabajo".
JNT 27 Expte nº 16524/98 sent. 17789 31/5/00 "Santillan, José y otros c/ Edelim SCA y
otros s/ despido".

Aún en los supuestos de contratación de servicios del establecimiento, lo que debe
analizarse es la actividad principal y específica del mismo y no de la empresa. De este
modo, carece de sentido el análisis del objeto societario a los fines de determinar la
inserción del supuesto en la norma del art. 30 LCT. Lo que debe analizarse es la
actividad del establecimiento, que bien puede diferir del principal objeto societario.
JNT 46 Expte nº 20121/01 sent. 4557 16/7/02 "Arrien, Carlos c/ Dicky SA y otro s/
despido".

Los términos "específica" y "propia" utilizados por le legislador para calificar a la actividad
contratada, aluden sólo a aquellos servicios o trabajos permanentemente integrados e
inseparablemente relacionados con la actividad que se desarrolla en el establecimiento
(sea que se efectúe dentro o fuera de su ámbito). De ahí que se deben excluir aquellas
tareas que, aunque necesarias para el funcionamiento del establecimiento, resulten
accesorias y perfectamente escindibles de la actividad desarrollada por el contratante,
por no formar parte del giro normal y específico (propio) de la empresa. En el caso,
mientras la actividad de Massalin Particulares SA consiste en la manufactura, elaboración
y comercialización de tabacos y cigarrillos, la actividad de la co demandada Emsel SA se
centra en el servicio de limpieza, mantenimiento y maestranza, en los términos que
surgen de la CCT 182/92. Esta última actividad, aunque necesaria, es secundaria,
accesoria y perfectamente escindible de la actividad principal de la contratante, razón por
la cual no encuadra en el supuesto previsto por el art. 30 LCT.
JNT 66 Expte nº 32880/02 sent. 3143 30/4/04 "Galarza, Arnoldo y otros c/ Emsel SA y
otro s/ despido".

B) VICIOS DEL CONSENTIMIENTO.

La disyuntiva en la que dice hacer sido colocado el trabajador: presentar su renuncia al
empleo bajo la amenaza de la empleadora de realizar una denuncia policial, no constituye
intimidación o violencia moral, en los términos de los arts. 954 y 1045 del C. Civil, que
vicie su consentimiento y haga procedente su retractación del distracto. Ello así, toda vez
que si la amenaza consistía en una posible denuncia policial, no puede sostenerse que
eso implique intimidación alguna porque, de ser inocente el trabajador, se encontraba en
plena libertad de no renunciar.
CNAT Sala I Expte nº 5088/95 sent. 74932 18/10/99 "Sanchez, Hector c/ Banco del Buen
Ayre SA s/ despido" (V.- VV.-)
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El art. 15 de la LCT establece que los acuerdos transaccionales conciliatorios o
liberatorios "…  serán válidos cuando mediare resolución fundada que acredite que se ha
alcanzado una justa composición de derechos e intereses de las partes… " y, en este
caso concreto, resulta indudable que se ha dado cumplimiento a las exigencia legales,
máxime cuando no se ha demostrado en debida forma que la voluntad del trabajador se
encontrase viciada como para poder determinar la nulidad o invalidez de la declaración
formulada en el acuerdo rescisorio  aludida. Para más, en este caso, medió acuerdo ante
el funcionario del SECLO respecto del pago recibido con anterioridad al actor, habiendo
éste firmado  y admitido su autenticidad  en el convenio de inicio.
CNAT Sala I Expte nº 18006/00 sent. 80547 8/4/02 "Travnik, Gustavo c/ Gupaz SA s/
despido" (P.- V.-)

Debe tenerse en cuenta que cuando se cuestiona la validez de la renuncia al empleo, a
pesar de haberse cumplido con los recaudos formales exigidos por la ley, deberá
considerarse el carácter excepcional de la cuestión y la necesidad de preservar el
principio de seguridad jurídica. Sólo cuando se demuestre que bajo las formas de una
renuncia se encubre un despido, o se ha obrado en fraude a la ley, o se ha incurrido en
vicios de la voluntad, corresponde anular el acto viciado (arg. arts. 7,14, 12 y conc. de la
LCT; arts. 936,937, 938, 1045, 1158 y conc del C. Civil).
CNAT Sala I Expte nº 10230/01 sent. 82174 29/11/04 "Bodoira, Norma c/ Centro de
Hematología y Oncología Pavlovsky SRL y otro s>/ despido" (V.- Pir.-)

En la sistemática de la ley laboral argentina, la disyuntiva que pudiera plantearse ante la
probabilidad de un despido - con o sin causa- no puede erigirse en causal de intimidación
susceptible de invalidar el consentimiento prestado, ya que toda relación de trabajo en el
ámbito privado queda sujeta a un régimen de estabilidad relativa impropia, en la cual la
protección contra el despido arbitrario se resume en el pago de una suma de dinero en
base a una tarifa legal. Frente a ello, la posibilidad de aceptar o no una negociación para
poner fin a la relación laboral en los términos del art. 241 LCT, dependerá de las
circunstancias y factores personales, considerados por el trabajador a quien se le otorga
la posibilidad de ejercer tal opción. Esto sólo requiere su instrumentación por escrito ante
escribano o autoridad judicial o administrativa del trabajo, pero no su homologación en los
términos del art. 15 de la LCT, toda vez que no se trata de renuncia a derechos
adquiridos (art. 12 LCT)  sino de la rescición laboral por mutuo acuerdo de voluntades.
CNAT Sala II Expte nº 32804/02 sent. 93237 10/2/05 "Pisos, Ramon c/ Banco Bilbao
Vizcaya Banco Francés SA s/ despido" (G.- R.-)

A los efectos de invalidar un acto de renuncia al empleo realizado por un trabajador con
experiencia laboral amplia y que en algún tiempo se desempeñó como representante del
personal de la demandada, requiere que el temor o la violencia moral que adujo padecer
por parte de la empresa sean fundadas, y que sean de tal magnitud como para influir
obnubilando realmente la voluntad, para lo cual, en este caso, su condición de trabajador
experimentado y su edad, así como el desempeño de funciones gremiales durante algún
tiempo, son circunstancias personales del actor que no favorecen su versión de los
hechos y que exigen, por otra parte, una demostración precisa y convincente a fin de
concluir que hayan existido vicios en la voluntad del dependiente para suscribir la
renuncia.
CNAT Sala V Expte nº 18817/00 sent. 67088 27/5/04 "Fernandez, Angel c/ Finexcor SA
s/ despido" (M.- GM.-)

Comprobado que el "acuerdo" para el "retiro voluntario" del trabajador ha sido
conformado sobre la base de la sola voluntad extintiva del patrono, el presupuesto para la
composición de dicho acuerdo previo radicó en lo que el propio empleador declaró y
admitió como necesaria e inevitable reducción del personal (pase a disponibilidad,
cesantías o despidos), es evidente entonces que el acuerdo y la consecuente renuncia
del trabajador en las condiciones expresadas sólo encubrieron un verdadero despido
(Conf SCJBA 9/4/85 "Carrizo c/ Swift Armour SA Argentina " DT XLV-B-1430). En orden a
lo expuesto, sólo puede ser mantenida la validez del despido pero no puede ser
soslayada la reparación correspondiente en los términos del art. 245 LCT. (Del voto del
DR. Fernández Madrid, en minoría).
CNAT Sala VI Expte nº 10891/91 sent. 38861 12/8/93 "Fuertes, Eduardo c/ AGP s/
diferencias de salarios" (FM.- CF.- M.-)

El retiro voluntario es una figura de la extinción del contrato de trabajo por voluntad
concordante de las partes (art. 241 LCT) en cuanto el trabajador sólo presenta la
renuncia una vez que el empleador ha aceptado su solicitud. No puede calificarse como
despido encubierto. El crédito por antigüedad no se incorpora al patrimonio del trabajador
sino que se tiene en cuenta sólo en determinados casos (arts. 245,247,248,249 y 251
LCT). Como se aprecia, en la extinción por común acuerdo o por renuncia no existe
crédito alguno de antigüedad, por lo cual el actor puede negociar pues no está en juego
ninguna carga que le impida hacerlo. De ahí que no cabe aplicar al caso el principio de
irrenunciabilidad. (Del voto del DR. Capon Filas, en mayoría).
CNAT Sala VI Expte nº 10891/91 sent. 38861 12/8/93 "Fuertes, Eduardo c/ AGP s/
diferencias de salarios" (FM.- CF.- M.-)
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 El principio de irrenunciabilidad obra expresamente en RCT art. 12 y oblicuamente en
RCT art. 7. El primero nulifica cualquier conducta del trabajador que disminuya niveles
protectores establecidos en leyes o convenios colectivos de trabajo. El segundo extiende
la nulidad a cualquier comportamiento contrario a las condiciones laborales dispuestas
por ley, convenio colectivo o laudo con fuerza de tal, de lo que se deduce que el nivel
logrado por encima de las leyes o de los convenios colectivos no puede renunciarse, ya
que dicha conducta contradice tales disposiciones y sobre todo vulnera el principio de
garantía protectora del art. 14 bis de la CN.
CNAT Sala VI Expte nº 22430/01 sent. 57180 24/5/04 "Robredo, Gabriela c/ Futuros SRL
y otro s/ despido" (CF.- FM.-)

La homologación efectuada por el Ministerio de Trabajo del acuerdo mutuo por el cual las
partes rescindieron el contrato de trabajo que los uniera, impide al trabajador discutir la
naturaleza jurídica del acto rescisorio, el cual sólo le será inoponible si se hubiera iniciado
el incidente de redargución de falsedad. De todas maneras, la ausencia de la firma del
funcionario público en la copia del acta en poder del trabajador carecen de entidad para
lograr la nulidad del acuerdo en cuestión.
CNAT Sala VII Expte nº 15104/95 sent. 35621 10/9/01 "Riobo, Marcelo c/ Aerolíneas
Argentinas SA s/ despido" (RD.- Billoch.-)

La percepción por parte de los trabajadores, que aceptaron los retiros voluntarios
propuestos por la empleadora, de una gratificación mayor a la que les hubiera
correspondido en caso de despido (con excepción de las duplicaciones del art. 16 de la
ley 25561) y el transcurso de un lapso considerable entre tales renuncias y las
intimaciones cursadas para invalidarlas, conducen a sostener que de haber existido las
intolerables presiones que argumentan los actores, la reacción hubiera sido inmediata,
contemporánea con la renuncia viciada, y si embargo, en este caso no ocurrió así. Por lo
que corresponde rechazar las pretensiones de los actores. (Del voto del DR. Ruiz Díaz,
en minoría).
CNAT Sala VII Expte nº 9253/03 sent. 37964 25/10/04 "Vallejos, Florencio y otros c/
Emecé Editores SA y otro s/ despido" (RD.- F.- RB.-)

El atraso real en el pago de salarios por parte de la demandada y la manifestación de sus
representantes de que no se van a seguir pagando, es un hecho coercitivo que hace
desaparecer la libertad de la voluntad y crea un estado de perturbación en el trabajador,
por temor a no poder atender a la subsistencia propia y del grupo familiar. Esta situación
genera un temor fundado de sufrir un mal inminente y grave. De tal forma, la ausencia de
libertad vicia estructuralmente el acto "in totum" y su origen mismo, siendo su
consecuencia la nulidad y la reparación del daño causado. En este caso, los actores
vivieron una amenaza injusta, como promesa de causarles eventualmente un mal: no
pagar los sueldos y señalar como única alternativa la renuncia, a cambio del pago de una
gratificación. Tales actos rescisorios, en esas circunstancias, poseen una ineficacia
estructural producida por defecto atinente a la estructura misma del negocio jurídico.
Aparece, de tal forma, el vicio como defecto congénito, no tratándose de un vicio formal,
sino sustancial, por lo que a los actores le corresponden la totalidad de las
indemnizaciones correspondientes por despido incausado. (Del voto de la Dra. Ferreiros,
en mayoría).
CNAT Sala VII Expte nº 9253/03 sent. 37964 25/10/04 "Vallejos, Florencio y otros c/
Emecé Editores SA y otro s/ despido" (RD.- F.- RB.-)

La renuncia es un instituto de interpretación restrictiva en todas las ramas del derecho,
pero en el derecho del trabajo lo es más y se lleva a cabo a través de un acto jurídico
recepticio y de interpretación altamente restrictiva. De tal forma se requiere tener
presente no sólo el art. 944 del C. Civil sino todo el esquema legislativo que lo acompaña.
Así, debe haber no sólo discernimiento, intención y libertad, sino que se requiere la
ausencia de lesión y de cualquier otro vicio que se pueda notar que afecta seriamente el
acto.
CNAT Sala VII Exppte nº 7403/03 sent. 38245 18/2/05 "Fernandez, Viviana por sí y en
rep de su hijo menor c/ Zalcman, Enrique s/ ind. por fallecimiento" (F.- RB.-)

Son insuficientes para inferir que existió vicio de la voluntad en la suscripción de las actas
acuerdo que instrumentaron los retiros voluntarios de los actores, las apreciaciones
genéricas que se basan en temores, estados de ánimo o suposiciones personales.
Tampoco las invalida el hecho de no haber sido homologadas, toda vez que la forma
extintiva utilizada por las partes, en este caso, puede asimilarse a la prevista en el art.
241 LCT, y en ausencia de la mentada homologación se estaría frente al supuesto
previsto en el último párrafo de la norma citada, es decir "un comportamiento concluyente
y recíproco de las partes" que se tradujo inequívocamente en el abandono de la relación.
Para más, en la suscripción de tales acuerdos y la pretensión de nulidad de los mismos
transcurrió un lapso considerable (más de un año).
CNAT Sala VII Expte nº 8601/95 sent. 34164 6/10/00 "Arrieta, miguel y otros c/ EFA Enp.
Ferrocarriles Argentinos s/ diferencias de salarios" (RD.- B.-)

La proposición por parte de la demandada de la alternativa: renuncia del trabajador o
denuncia criminal, no constituye "intimidación por injusta amenaza" cuando el que la hace



8

se limita a poner en ejercicio un derecho propio. Y si el énfasis está puesto en el temor de
perder el empleo, el acto cuestionado tuvo por objeto inmediato, precisamente, la
liquidación de la relación y la actualización de la situación temida, por lo que las
manifestaciones del quejoso aduciendo vicios de fuerza o intimidación a fin de invalidar el
acto extintivo de la relación laboral no deben ser atendidas.
CNAT Sala VIII Expte nº 20117/97 sent. 28764 28/3/00 "Benetti, Julio c/ Asoc. Cultural
Esdeva s/ despido" (M.- B.-)

Toda vez que la actora invocó coacción de parte de su empleadora, a fin de obtener su
renuncia, cabe considerar aplicable al caso las previsiones de los arts. 937 y 938 del C.
Civil. Pero la sola amenaza no es suficiente, se requiere que sea injusta y que produzca
un temor fundado de sufrir un mal inminente y grave en la persona, libertad, honra y
bienes del sujeto o de su cónyuge, ascendientes o descendientes, conforme los términos
del art. 937 ya citado. Pero si la actora nada de esto invocó ni acreditó, en definitiva cabe
concluir que la relación se extinguió por renuncia, y de la demanda debe rechazarse (art
377 y 386 CPCCN).
CNAT Sala VIII Expte nº 19246/02 sent. 31754 31/3/04 "Gauna, Roxana c/ Ojea
Maldonado, Elisabel s/ despido" (B.- M.-)

Si bien en general, la intimidación se realiza en forma oculta, lo que dificulta su
acreditación, esta circunstancia no exime al actor de cumplir su carga procesal. Además,
para analizar su configuración no puede prescindirse de las características personales del
presunto afectado (art. 938 del C. Civil). En el caso, un gerente de una sucursal bancaria
a quien se le constató la realización de maniobras irregulares en distintas cuentas en
perjuicio de la demandada, y se decidió darle la posibilidad de renunciar antes de
despedirlo con causa, lo cual afectaría sus antecedentes para conseguir nuevo empleo.
CNAT Sala VIII Expte nº 34612/02 sent. 31786 31/3/04 "Forte, Domingo c/ Banco
Credicoop Coop. Ltdo s/ despido" (B.- M.-)

La homologación ministerial de la rescisión por mutuo acuerdo del contrato de trabajo
veda al trabajador la posibilidad de discutir la naturaleza jurídica de ese acto rescisorio,
que sólo podría considerarse inoponible mediante redargución de falsedad que conllevara
la nulidad de la homologación, acción que deberá sustanciarse en forma conjunta contra
la empleadora y la autoridad administrativa (conf esta Sala sent. 36 27/6/96 "Rossi,
Roberto y otros c/ Telefónica de Argentina SA "). Las partes que han celebrado un
acuerdo de voluntades con discernimiento, intención y libertad no pueden unilateralmente
solicitar que se deje sin efecto por razones de oportunidad o conveniencia en ausencia de
vicio nulificante, porque en el marco del orden público laboral lo que las partes convengan
con los requisitos señalados constituye una regla a la que deben someterse como a la ley
misma, por razones de seguridad jurídica.
CNAT Sala X Expte nº 27943/99 sent. 12332 16/12/03 "Ríos, Agueda c/ PAMI INSSJP s/
despido" (S.- Sc.-)

Dictámanes de Fiscalía General.

La conciliación, como expresión genérica que comprende el acto de transigir, sólo es
admisible cuando las obligaciones son dudosas y no surgen inequívocas de las
situaciones fácticas y, por lo tanto, de tratarse de una disolucion "ad-nutun" del vínculo
laboral, no sería válido, por objeto prohibido, un acto jurídico que implicara que el
trabajador percibiera sumas inferiores a las que le hubiesen correspondido por la ruptura
de la relación, en un diseño jurídico de la "ilicitud" del despido incausado. De tal manera,
al partir de la premisa de una disolución directa e incausada de la relación, el acuerdo
resulta inválido, porque aún de prescindirse de la teoría de los vicios de la voluntad, se
trataría de una convención de partes que disminuye los beneficios emergentes de la
extinción del vínculo en los términos del art. 12 LCT.
PG Dictamen nº  11859 4/4/91 Expte nº 48519/87 "Enriquez Quiroga, José c/ Editorial
Perfil SA s/ despido" Sala VIII.(La Sala sigue los fundamentos del dictamen).

El actor había suscripto un acuerdo y un acta de ratificación espontánea, que fue
expresamente homologado en el marco del art. 15 LCT. Esta circunstancia implica la
existencia de una transacción, en principio válida, que extingue las obligaciones litigiosas
y no es reprochable el acto de homologación, salvo que se acredite la presencia
inequívoca de un vicio de voluntad que haga conmover el convenio de base. Pero si se
descarta la presencia de intimidación o de una coacción y este aspecto, que es esencial,
no ha sido cuestionado en el memorial recursivo, es innegable la vigencia de la doctrina
emanada del plenario "Lafalce" (nº 137) y no puede ser reprochado lo acontecido.
FG Dictamen nº 31595 9/5/01 "Arrastia, Rodolfo c/ Telinver SA s/ despido" Sala IV. (La
Sala sigue los mismos fundamentos del Dictamen).

Esta Fiscalía General ha sostenido con carácter excepcional, la posibilidad de invalidar el
acto administrativo "cuasi-jurisdiccional" de homologación en aquéllas hipótesis de muy
clara ilicitud y cuando se acredita de una manera diáfana un vicio de la voluntad (ver
dictamen 11859 del 4/4/91 "Enriquez Quiroga, José c/ Editorial Perfil SA") o la
transgresión a las pautas más elementales de irrenunciabilidad de derechos (ver
dictamen 24321 del 3/3/98 "Ventura, Carmelo y otros c/ Banco Alas Coop. Ltdo y otros s/



9

despido"). La circunstancia apuntada remite a un análisis casuístico de las facetas de
hechos y en este caso concreto, en principio, no puede afirmarse la existencia de una
renuncia vedada por el art. 12 LCT cuando la forma disolutoria a la que alude el acuerdo
homologado, no prevé el derecho a una indemnización (doctrina del art. 241 LCT). Para
más, en el caso la acción se interpuso a más de dos años e celebración del acta acuerdo
y cuando éste ya se había cumplido con creces y este hecho, también da un matiz
singular en lo relativo al alegado vicio del consentimiento porque es lógico inferir que la
injerencia de la voluntad el empleador sobre la esfera de decisión del demandante cesó
con la extinción del vínculo.
FG Dictamen nº 33120 4/2/02 "Navarro, Rodolfo c/ Alpargatas SA y otros s/ nulidad acto
jurídico" Expte nº 21543/00 Sala III.

El ordenamiento jurídico protege al trabajador mediante lo que nosotros llamamos una
"sustracción normativa de contenido", afectando el objeto mismo del negocio, mediante
un sistema atípico en el Derecho privado que concede al trabajador derechos no sólo
irrenunciables, sino, en muchos supuestos, indisponibles. Como vemos, el propio orden
normativo, prescinde del expediente natural de los "vicios del consentimiento" para
conjurar los abusos en la esfera de la voluntad y lo que hace es aplicar una técnica propia
del orden público general: limitar la autonomía de la voluntad, afectar el objeto del acto
jurídico, imponer un contenido al negocio desde el imperativo derecho estatal y prescindir
del ámbito del sujeto. Por ende, no cabe ir en busca de tales vicios sea cual fuere el
ámbito de la negociación, ya que, como bien lo expresa Horacio de la Fuente, las mismas
razones que fundamentan la irrenunciabilidad de los derechos provenientes de las
normas imperativas (en lo sustancial, evitar abusos de la autonomía de la voluntad)
justifican también que se desconozca validez a los actos mediante los cuales el
trabajador abandona derechos derivados del contrato.
FG Dictamen nº 38552 16/7/04 Expte nº 6813/03 "Devicenzi, Leonardo c/ Arca
Distribuciones SA s/ despido" Sala IX. (La Sala confirma la sentencia recurrida siguiendo
al Fiscal General, pero por otros fundamentos).

Pudría afirmarse entonces que son nulas por objeto prohibido aquellas convenciones por
las cuales el trabajador renuncia a sus derechos, aunque éstos provengan de normas no
imperativas. Desde esta perspectiva de análisis, carece de interés jurisdiccional, en este
caso concreto, elucidar si existió o no un negocio jurídico peyorativo con confluencia
cabal de consentimiento, porque aún de tenerlo pro probado, sería nulo por objeto
prohibido y, por ende, ineficaz para reducir la cuantía del crédito cuyo cobro se pretende.
(En el caso, el trabajador vio reducida su remuneración por el empleador, quien adujo no
poder afrontar los gastos debido a la crisis económica 2001/2002 pero sin modificar los
elementos de la prestación, ya sea reducción de horario etc).
FG Dictamen nº 38552 16/7/04 Expte nº 6813/03 "Devicenzi, Leonardo c/ Arca
Distribuciones SA s/ despido" Sala IX. (La Sala confirma la sentencia recurrida siguiendo
al Fiscal General, pero por otros fundamentos).

Sumarios de fallos de Primera Instancia.

El silencio guardado por el trabajador durante un extenso lapso sin efectuar ningún
reclamo, aceptando sin cuestionamientos una remuneración inferior a la que venía
percibiendo, configura un comportamiento inequívoco de su parte y constituye una grave
presunción en contra de sus reclamos. La expresión tácita de la voluntad, de acuerdo al
texto del art. 918 del C. Civil resulta de aquellos actos por los cuales se puede conocer
con certidumbre la existencia de la voluntad, en los supuestos en que no se exija una
expresión positiva, o cuando no haya una protesta o declaración expresa contraria,
(conforme lo expresara la SCBA sent. del 17/6/86 "Diez, Liliana c/ Instituto de
Rehabilitación del Lisiado" Carpetas DT 2577).
JNT 4 sent. 38172 11/12/00 "Muente, María c/ Laboratorios Amstrong y otros s/ dif. de
salarios".

El estado de necesidad que el actor argumentó en este caso y que precisó como la
obligación de "seguir trabajando" no configura un vicio del consentimiento en quien, en
este caso concreto, era propietario de dos vehículos con los que hacía tareas de reparto
de mercadería para la editorial demandada. También es errada su posición referida al art.
15 de la LCT pues de tratarse de la hipótesis de rescisión por mutuo acuerdo de un
contrato de trabajo, la formalidad cumplida es la prevista en el art. 241 de la LCT, siendo
ajeno al caso la intervención de la autoridad administrativa o judicial requerida en ese
artículo para los acuerdos conciliatorios, transaccionales o liberatorios.
JNT 22 Expte nº 20825/03 sent. 20302 30/11/04 "Andina, Gerardo c/ Editorial
Sudamericana SA s/ despido".

El modo de terminación del contrato previsto en el primer párrafo del art. 241 LCT debe
ser observado con suma estrictez, pues tratándose de una situación que pone fin al
contrato sin ninguna consecuencia indemnizatoria (más allá de las gratificaciones que en
tales oportunidades el empleador, voluntariamente, decida reconocer) debe quedar
absolutamente claro que el negocio jurídico transitó por los carriles naturales que
conducen al mismo, esto es, que se trató de una real confluencia de voluntades
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destinada a resolver la relación y no de una iniciativa patronal a la cual son llevados los
dependientes mediante procedimientos cuestionables. Constituye cabal prueba de que
fue el empleador el promotor, en este caso, y artífice único de las desvinculaciones el
hecho de que en el escasísimo término de un mes, más de veinte trabajadores de la
empresa se avinieron a mentado "mutuo acuerdo".
JNT 27 Expte nº 9625/03 sent. 18394 9/11/04 "Zarate, Américo c/ Finexcor SA  s/
despido".

La renuncia expresa constituye un acto formal de requisitos "ad solemnitatem" conforme
los destaca la norma del art. 240 LCT, condiciones solemnes que hacen a su validez y
que unidas a la libre expresión de voluntad, otorgan plenos efectos al acto en sí mismo.
Pero también es cierto que toda norma debe ser aplicada al caso concreto y conforme las
particularidades que reviste el mismo so pena de alterar la justicia que debe revestir el
fallo de la causa. En este caso, el actor se había desempeñado como gerente técnico
para la demandada, y dicho cargo ilustra sobre sus condiciones personales. Esto unido a
la testimonial y al reconocimiento efectuado del documento de renuncia, conduce a
otorgar plenos efectos a la formalidad elegida por el actor (renuncia) para manifestar su
voluntad de rescisión del vínculo laboral.
JNT 40 Expte nº 20227/93 sent. 13555 30/12/96 "Pastra, Roberto c/ La Primera Cía de
Seguros Generales SA en liquidación s/ despido".

Para la validez de un acuerdo modificatorio de las condiciones de trabajo no es suficiente
que o se alteren las normas del orden jurídico normativo imperativo y heterónomo (arts. 7
y 12 LCT), o que no se advierta una notoria desproporción entre las prestaciones
recíprocas (art. 954 C Civil) sino que además  la voluntad debe ser  libremente
expresada. Ni los vicios de la voluntad ni la lesión subjetiva son objeto de especial
tratamiento en el RCT, éstos forman parte de la necesidad de constitución de los
negocios jurídicos válidos, por lo que el acto jurídico que se encuentre afectado por estos
vicios no produce afectos, cualquiera fuera el campo particular del derechos en que éstos
aparezcan.
JNT 46 Expte nº 13357/00 sent. 5051 25/10/04 "Sanchez Molina, Alejandro c/
Volkswagen Argentina SA s/ despido".

La amenaza del despido, en tanto amenaza de un hecho antijurídico al que la ley otorga
validez, constituye la amenaza de un mal que el trabajador no puede evitar y que, como
tal, vicia la espontaneidad del consentimiento. Cuando lo que se alega es la amenaza de
despido, la causa de la invalidez del acto no es el "temor reverencial" sino las
consecuencias concretas de un acto ilícito al que la ley le ha dado la particularidad de ser
al mismo tiempo válido. En el caso, la particulares circunstancias de tiempo en el que el
contrato se realiza (crisis general de diciembre de 2001) hacen inferir claramente la
existencia de un vicio de la voluntad, máxime cuando no se invoca causa alguna por la
cual el actor desearía prescindir de su remuneración, aún cuando la discutida reducción
de la jornada fuera cierta.
JNT 46 Expte nº 13357/00 sent. 5051 25/10/04 "Sanchez Molina, Alejandro c/
Volkswagen Argentina SA s/ despido".

En principio la simple amenaza de efectuar una denuncia policial contra el dependiente
no puede ser interpretada como una amenaza injusta si el empleador está ejerciendo un
derecho que le es propio y el trabajador nada debe temer de una denuncia y/o imputaciòn
falsa (Conf CNAT Sala VI 8/7/93 "Sosa c/ Est. Modelo Terrabussi" DT 1994-A-342). La
renuncia debe ser un acto de voluntad libre, que debe considerarse válido en tanto el
interesado no demuestre que está viciado de error, dolo, violencia, intimidación o
simulación y no debe encubrir otra forma de continuación o terminación del contrato. Ante
una forzada renuncia (al menos denunciada como tal) habría correspondido intentar de
manera inmediata su retractación - vía postal, telegráfica etc.- y aunque más no fuera su
impugnación ante la autoridad administrativa que correspondiere.
JNT 66 Expte nº 33418/02 sent. 3024 18/6/03 "Gomez, Marcos c/ Satrincha SA s/
despido".

                                                                 


